










































































Las	 primeras	 “Jornadas	 sobre	 consumo	 cooperativo	 y	 colaborativo	 de	 vivienda:	
aspectos	 fiscales”	 se	 celebraron	en	Valencia	 los	días	 27	 y	 28	de	 abril	 de	2017.	 Estas	
jornadas	 fueron	 organizadas	 conjuntamente	 por	 los	 equipos	 de	 tres	 proyectos	 de	
investigación	 del	 Plan	 Nacional	 de	 I+D+i,	 que	 aunaron	 esfuerzos	 para	 abordar	 esta	
cuestión	 de	 enorme	 trascendencia	 social	 desde	 sus	 diversas	 perspectivas	 de	 análisis	
que,	a	la	postre,	resultan	complementarias.		
	










- Proyecto	 de	 investigación	 “Nuevos	 retos	 de	 la	 gerontoinmigración:	 innovación	




El	 proyecto	 de	 investigación	 ECOEB,	 dirigido	 por	 la	 Profesora	 Dra.	 D.ª	 María	 Pilar	
Alguacil	Marí	en	la	Universitat	de	València,	está	centrado	en	“Economía	colaborativa,	
economía	social	y	bienestar”	(DER2015-65);	el	proyecto	de	investigación	CertificaRSE,	










Francisco	 Álvarez	 Molina,	 Director	 General	 de	 Economía,	 Emprendimiento	 y	
Cooperativismo	de	 la	Generalitat	Valenciana;	Rafael	Carrau,	Presidente	de	 la	sección	
de	 Derecho	 cooperativo	 del	 Ilustre	 Colegio	 de	 Abogados	 de	 Valencia;	 y	 Salvador	
Montesinos	Oltra,	Profesor	Titular	de	la	Universitat	de	València.	
	





acreditadas	como	Profesoras	Titulares).	 Su	exposición	 tuvo	como	 finalidad	centrar	el	
objeto	 de	 debate,	 enlazando	 todos	 los	 temas	 a	 tratar	 en	 las	 tres	 mesas	 redondas	
siguientes,	 de	 manera	 que	 se	 tuviera	 presente	 el	 contexto	 actual.	 A	 partir	 de	 las	
limitaciones	 claramente	 apreciadas	 en	 la	 regulación	 existente	 en	 el	 Derecho	 común	




La	 primera	 mesa	 redonda	 se	 dedicó	 al	 cooperativismo	 de	 viviendas	 y	 a	 la	
rehabilitación	 como	 tendencia.	 En	 ella	 intervinieron	 Vicent	 Sarrià	 i	 Morell,	 Octavo	
Teniente	de	Alcalde	y	Coordinador	General	del	Área	de	Desarrollo	Urbano	y	Vivienda,	
del	 Ajuntament	 de	 València;	 Juan	 Casares	 Collado,	 de	 la	 Confederación	 de	
Cooperativas	 de	 Viviendas	 de	 España	 (CONCOVI);	 Vicent	 Diego	 i	 Ramon,	 de	 la	






A	 continuación	 hubo	 un	 espacio	 para	 la	 presentación	 oral	 de	 algunas	 de	 las	




Iñaki	 Bilbao	 Estrada,	 Profesor	Agregado	de	Derecho	 Financiero	 y	 Tributario,	 y	Borja	










“Alojamiento	 colaborativo	 e	 intervención	 pública:	 ¿cómo	 conciliar	 la	 eficiencia	
económica	 con	 la	 garantía	 de	 los	 derechos	 de	 los	 vecinos?”,	 Ana	 María	 De	 la	
Encarnación,	Profesora	Ayudante	Doctora,	Universidad	de	Valencia	
	




las	 cooperativas	 de	 viviendas”,	 Antonio	 José	 Ramos	 Herrera,	 doctorando	 de	 la	
Universidad	de	Extremadura.	
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“La	 fiscalidad	 en	 Cataluña	 de	 los	 alquileres	 de	 habitaciones	 y	 viviendas	 de	 uso	




del	 Mar	 Soto	 Moya,	 Profesora	 de	 Derecho	 Financiero	 y	 Tributario,	 Universidad	 de	
Málaga.	
	
La	 segunda	 mesa	 redonda	 se	 ocupó	 de	 los	 aspectos	 tributarios	 del	 consumo	
colaborativo	 de	 vivienda.	 Contó	 con	 la	 presencia	 de	 Gabriel	 Doménech	 Pascual,	
Profesor	 Titular	 de	 Derecho	 Administrativo	 de	 la	 Universitat	 de	 València;	 Vicente	
Rodrigo	 Arrué,	 Inspector	 de	 Hacienda	 del	 Estado;	 Cristina	 García-Herrera	 Blanco,	
Directora	 de	 Estudios	 del	 Instituto	 de	 Estudios	 Fiscales;	 Eneko	 Rufino	 de	 la	
Confederación	 de	 Cooperativas	 de	 Viviendas	 de	 España	 (CONCOVI)	 y	 Salvador	
Montesinos	 Oltra,	 Profesor	 Titular	 de	 la	 Universitat	 de	 València.	 Moderó	 a	 los	
ponentes,	 Isaac	 Merino	 Jara,	 Catedrático	 de	 Derecho	 financiero	 y	 tributario,	 de	 la	
Universidad	del	País	Vasco.	
	
La	 tercera	 mesa	 redonda	 se	 dedicó	 al	 cohousing,	 resaltando	 los	 aspectos	 más	
conflictivos	 que	 suscita	 su	 tratamiento	 tributario.	 De	 ello	 se	 encargaron	 Emili	 Altur	
Mena,	 Vicepresidente	 3º	 de	 la	 Diputació	 de	 València	 y	 Diputado	 del	 Área	 de	
Cooperación	 Municipal;	 Félix	 Martín	 Galicia,	 de	 la	 Confederación	 Española	 de	
Cooperativas	 de	 Consumidores	 y	 Usuarios	 (HISPACOOP);	 Víctor	 J.	 Gómez	 Pérez,	
Convivir	 (Cooperativa	 Residencial	 de	 Horcajo	 de	 Santiago,	 Cuenca);	 junto	 con	 las	
Profesoras	María	Pilar	Alguacil	Marí,	de	 la	Universitat	de	València	 	y	Yolanda	García	
Calvente,	de	 la	Universidad	de	Málaga.	Asimismo	se	presentaron	experiencias	 reales	




Vicerrector	 de	 Participación	 y	 Proyección	 Territorial	 de	 la	 Universitat	 de	 València;	




































Estas	 Jornadas,	 con	 ánimo	 de	 servir	 de	 puente	 entre	 las	 distintas	 administraciones	
públicas	 territoriales,	el	 sector	profesional	y	 la	academia	han	gozado	del	 inestimable	
respaldo	 de	 distintas	 entidades	 a	 las	 que	 las	 organizadoras	 desean	 dar	 las	 gracias:	
Universitat	 de	 València-Facultad	 de	 Dret,	 Confederació	 de	 Cooperatives	 de	 la	
Comunitat	 Valenciana,	 Confederación	 Española	 de	 Cooperativas	 de	 Consumidores	 y	
Usuarios,	 Confederación	 de	 Cooperativas	 de	 Viviendas	 y	 Rehabilitación	 de	 España,	




Por	 último,	 las	 investigadoras	 principales	 de	 los	 tres	 proyectos	 implicados	 en	 la	
organización	de	estas	Jornadas	desean	dejar	aquí	constancia	de	su	agradecimiento	al	
coordinador,	 Prof.	 Dr.	 D.	 Salvador	 Montesinos	 Oltra;	 al	 resto	 del	 Comité	 científico,	
Profesoras	 Bonet	 y	 Machancoses,	 así	 como	 a	 quienes	 se	 hicieron	 cargo	 de	 la	
secretaría,	Andrea	Rey	Martí	y	Carlos	Javier	Correcher	Mato.	
	



























"Sostenibilidad humana de la vivienda mediante la rehabilitación cooperativa, el 
cohousing y la economía colaborativa” 
 
Ana Lambea Rueda 
Profesora Contratada Doctora, acreditada como Profesora Titular de la 
Universidad Complutense de Madrid 
 
(Diapositivas de su presentación en la página 40) 
 
El punto de partida del desarrollo sostenible aplicado a la vivienda es el bienestar de sus 
habitantes. Se presenta un nuevo concepto de vivienda humanamente sostenible; cumpliendo 
con los objetivos de consciencia en la habitabilidad, justicia social y sostenibilidad ambiental, 
recuperando la idea de vivienda desde cualesquiera facetas del ser humano, material, anímico 
y espiritual. 
 
Desde el punto de vista de la sostenibilidad, la vivienda debe cumplir con los objetivos exigidos 
de mejora de las condiciones materiales, colaborar con la inclusión social y la justicia, cumplir 
con una construcción segura, que permita la supervivencia y respete el medio físico. 
 
La sostenibilidad también requiere una rehabilitación que busque la eficiencia energética. La 
rehabilitación se presenta como alternativa a la nueva promoción y construcción para lograr los 
objetivos de eficiencia energética para 2020 y 2030 en la UE. En desarrollo de las Directivas 
europeas sobre eficiencia energética, la última norma en acompañarnos en la materia es la 
nueva Ley del suelo 7/2015, que acoge los criterios para su desarrollo. 
 
La economía colaborativa ha surgido en los últimos años en respuesta a nuevas necesidades 
no cubiertas por el sistema económico y social. En origen nace dentro del marco de la 
sostenibilidad social, económica y ambiental, y puede definirse como un modo de consumo 
adaptado para” compartir, intercambiar, prestar, alquilar y regalar… a través de la tecnología 
moderna y las comunidades”. 
 
Con la expresión viviendas colaborativas se hace referencia a una gran variedad de supuestos 
de economía colaborativa en el sector de la vivienda. Se trata de una colaboración en un bien 
de primera necesidad, que permite un mayor acceso a éste y es una realidad imparable. 
 
Todos los supuestos de viviendas colaborativas ofrecen ventajas incuestionables: se 
incrementa el número de usuarios, se da preferencia al uso sobre la propiedad, hay beneficios 
medioambientales, económicos y sociales. 
 
Sin embargo, también presentan inconvenientes por el gran impacto de las viviendas 
colaborativas sobre el derecho a la vivienda, los problemas de denominación y de regulación. 
Es un fenómeno que en origen fue ocasional y entre consumidores, pero en la actualidad se 
desarrolla en torno a un negocio lucrativo, con proliferación de plataformas on-line dedicadas 
sólo a dicha actividad. Ello ha generado inquietud en los oferentes tradicionales, problemas 
referidos a la estructura urbanística y social de las ciudades, en particular respecto de los 
sujetos particulares que conviven con la nueva situación. 
 
Sin embargo, se trata de una nueva realidad social y precisa respuestas jurídicas. La 
elaboración de un estatuto jurídico supondría el amparo de su utilización. Tal estatuto podría 
clarificar estructuras más estables: sujetos implicados y capacidad, objeto, contenido –
derechos y obligaciones-, y responsabilidades; evitando incertidumbre y fragmentación. Es 
importante reflexionar sobre ello, especialmente por su gran repercusión en uno de los sectores 
con mayor peso en España, en términos de Producto Interior Bruto y de empleo, como es el 
turístico. 










“Cooperativismo de viviendas  
y rehabilitación como tendencia”  
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Juan Casares Collado  
Confederación de Cooperativas de Viviendas de España (CONCOVI) 
 
(Diapositivas de su presentación en la página 69) 
 
Vicent Diego i Ramon  
Federación de Cooperativas de Vivienda de la Comunitat Valenciana 
(FECOVI) 
 
(Diapositivas de su presentación en la página 76) 
 
Evolución del cooperativismo de vivienda  
Presente y futuro del cooperativismo de vivienda  
Nuevas cuestiones asociadas: Jurídicas y Fiscales  
 
A) Evolución del cooperativismo de vivienda  
 
Las cooperativas de viviendas, como entes cooperativos y con razón a su origen, nacen para 
satisfacer aspiraciones y necesidades comunes de conjunto de personas que se unen para 
establecer un proyecto que las resuelva.  
 
Sus orígenes en la Comunidad Valenciana, de manera similar al resto de España, ante la 
necesidad de viviendas a un menor precio, a precio de coste, superando a los intermediarios 
promotores. Estas primeras cooperativas de vivienda se caracterizaron por culminar en la 
propiedad de las cooperativas, alcanzando una cifra de más de 100.000 viviendas construidas 
en este régimen cooperativo.  
 
Destacara la necesidad de abordar la rehabilitación del parque de viviendas, ya que sólo en la 
Comunidad Valenciana más de 700.000 viviendas tienen más de 50 años.1  
 
Estos proyectos conjuntos llevaban acompañados prácticas innovadoras como el desarrollo de 
salas de comunidad, espacios verdes para uso propio y del resto de vecinos de la 
comunidad. Las cooperativas de viviendas suponen la auto-organización de los cooperativistas, 
los vecinos para la toma de decisiones en torno a sus futuras viviendas de manera conjunta, 
contando con un equipo profesionalizado para su gestión.  
 
El proyecto de vivienda conjunta desarrollaba su control democrático a través de la Asamblea 
General y su Consejo Rector, con encuentros periódicos en las distintas fases del proyecto.  
 
Lleva asociados los valores de la responsabilidad, democracia y ayuda mutua, 
desarrollados a través de los principios cooperativos de puertas abiertas, gestión democrática 
de la cooperativa y de su administración económica, información...  
 
Cooperativa de Vivienda como ente promotor, adjudicador de viviendas no es una 
herramienta para vender.  
 
B) Presente y futuro del cooperativismo de vivienda  
 
Tras más de 10 años de stop en la construcción inmobiliaria, siguen movilizándose y surgiendo 
nuevos grupos de personas, nuevas cooperativas principalmente de mayores (Mayores 
Solidarios Coop en Valencia) y de jóvenes (distintos grupos en Barcelona). 
  
Estos grupos buscan, además del alojamiento, servicios accesorios tales como servicios socio- 
sanitarios, asistenciales de cara a personas de mayor edad a su jubilación. Mientras los 																																																								1	Al hilo de estas intervenciones, destacar como la conselleria de Vivienda, Obras Públicas y Vertebración 
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jóvenes buscan equipamiento, talleres y salas comunes, unido a un alojamiento accesible en el 
precio (no especulativo). – Cooperativas polivalentes (vivienda, más CTA o de consumo 
asociadas para la gestión de los servicios).  
 
Estas formulas debido a la coyuntura económica y las tendencias actuales, necesitan y buscan 
solares a través de una formula de concesión de uso de suelo público (solares previstos para 
residencias) – Acceso por convenios o licitaciones.  
 
Además, nuevos modelos se están desarrollando en comunidades de propietarios y/o edificios 
de promoción pública que pasan a conformar un proyecto cooperativo para su rehabilitación.  
Las cooperativas de viviendas tienden y tenderán a un modelo en el que la cooperativa 
mantenga la titularidad de la vivienda y el socio, como persona disfrute del derecho a la 
vivienda como espacio de vida, a la que accederá otra persona cuando ese socio ya no la 
necesite. Colocándose la vida en la vivienda por encima de la propiedad de la misma. Se está 
desarrollando un cambio de mentalidad al cambiar de la propiedad al derecho de uso de la 
vivienda, de modo que la Soc. Cooperativa se mantiene viva y perdura su estructura. Un 
ejemplo de este tipo de modelos se pueden experimentar en países del centro-norte de 
Europa, como Humanitas (Holanda), una entidad sin ánimo de lucro que ha combinado las 
necesidades de personas mayores y de estudiantes universitarios.  
 




Cooperativa titular de la vivienda y socios con derecho de alojamiento.  
 
Cesión de suelo público a través de canon.  
 
Cesión de edificios a una cooperativa de sus habitantes.  
 
Ventajas fiscales:  
 
a) Coop de nueva creación  
 
b) Coop por cesión de uso  
 
c) Coop para la rehabilitación  
 
IVA asociado al alojamiento y servicios.  
 
1. Sobre la fiscalidad en las coop. viviendas además de por su valor social, ¿qué beneficios 
fiscales cuenta? ¿son adecuados?  
 
2. Cooperativas de rehabilitación, de participación mixta con entes cooperativos y 
administraciones públicas, ¿pueden tener beneficios fiscales? (IVA y bonificaciones)  
 
3. Financiación y ayudas  
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María Amparo Grau Ruiz  
Profesora Titular de la Universidad Complutense de Madrid  
 
(Diapositivas de su presentación en la página 80) 
 
A partir de los datos que describen la realidad actual del sector, es fácil 
percatarse la necesidad de abordar la rehabilitación del parque inmobiliario en 
la Unión Europea (UE). Los edificios son responsables del 40% del consumo 
de energía en Europa y dos tercios de los mismos fueron construidos antes de 
que existieran estándares de desempeño ambiental. 
 
Alrededor del 75% de los 210 millones de edificios en la UE no son eficientes 
energéticamente. Entre el 75% y el 85% estarán todavía en uso en 2050. Si 
verdaderamente se quieren cumplir los compromisos adquiridos en París en 
diciembre 2015, el ritmo de la renovación debe incrementarse del 1% al 2 ó 3% 
anual. 
 
El principal problema de toda renovación es que suele requerir una fuerte 
inversión inicial y el hecho de que el 30% de la población europea viva en 
régimen de inquilinato también influye en la falta de decisión de los propietarios 
a la hora de acometer obras de rehabilitación. Una opción es adoptar medidas 
en el ámbito civil que vinculen la posibilidad de firmar contratos de 
arrendamiento de bienes inmuebles a la demostración mediante certificados 
del cumplimiento de determinados estándares ambientales, que van 
cambiando con el paso del tiempo, como ha sucedido en el Reino Unido. 
 
¿Sería deseable la intervención pública en el campo financiero para promover 
la rehabilitación? ¿En qué medida? Recientemente se ha estimado que en 
2013 se gastaron colectivamente 9 billones de euros de media anual en 
programas para apoyar la renovación de edificios, reconociendo que estos 
propiciaron inversiones de alrededor de 24 billones de euros. Se ha calculado 
que el apoyo público a la renovación de edificios, la inversión a menudo 
produce una ganancia financiera neta al Estado: unos 5 euros de vuelta a las 
finanzas públicas por cada euro invertido. 
 
Visto el potencial de la actuación pública en el sector y la urgencia de los 
objetivos marcados, la Comisión Europea reaccionó el 30 de noviembre de 
2016 proponiendo cambios en la Directiva de eficiencia energética de 2012 y 
en la Directiva de eficiencia energética de los edificios de 2010 para acelerar el 
ritmo de renovación de los edificios existentes y contribuir a la competitividad 
de la industria europea, creando un mercado de la renovación de edificios para 
las PYMEs por valor de 80-120 billones de euros en 2030. 
 
La principal herramienta con la que puede contarse en el ámbito europeo para 
valorar el progreso en la eficiencia energética a la hora de rehabilitar el parque 
inmobiliario es la certificación. De hecho, las certificaciones se han ido 
implantando a lo largo de la última década en varios Estados miembros de la 
Unión Europea (en Francia, Italia, Dinamarca y Reino Unido hace unos ocho 
años; en Bulgaria, Polonia y Eslovenia hace más de cuatro años, en Austria, 
Irlanda y España hace menos de cuatro años, etcétera). Sin embargo, lejos de 
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ser homogéneos, los organismos designados para controlar al certificador son 
muy dispares. A veces se ocupan de ello órganos gubernamentales, 
asociaciones profesionales, terceros, o combinaciones de estos, lo que genera 
cierta inseguridad. 
 
Cabe señalar algunas experiencias pioneras en Francia, Bélgica y Alemania, 
que apuestan por dar un salto cualitativo desde el tradicional certificado 
(estático por naturaleza) al pasaporte de renovación del edificio (con carácter 
dinámico y electrónico). En relación con este pasaporte se pueden otorgar 
distintos permisos de acceso, según los usuarios, que comprenderían desde 
los propietarios hasta las autoridades tributarias. Éstas podrían ajustar 
oportunamente la actuación administrativa en función de los datos obrantes en 
dicho pasaporte. 
 
Por otro lado, interesa contemplar las posibles acciones financieras con las que 
apoyar la rehabilitación, valorando las más comúnmente empleadas hasta la 
fecha. Así, cabe hacer referencia, además de a los instrumentos financieros 
empleados en cada país, a las distintas alternativas en una visión de conjunto y 
el porcentaje que supone su utilización sobre el total. En concreto, las 
subvenciones representan el 61%; los préstamos preferenciales, el 16%; las 
reducciones tributarias, el 12%; las deducciones fiscales, el 4% y los tipos 
reducidos en el Impuesto sobre el Valor Añadido, el 7% (Fuente: BPIE, 2012). 
Muchas veces la dificultad de control de los incentivos fiscales es el argumento 
para actuar por el lado del gasto público. En la medida en que los mecanismos 
para el control mejoren, el margen para su uso podrá crecer. 
 
Por último, se alude al Derecho comparado para traer a colación una novedosa 
experiencia en Estados Unidos que quizás podría ser de utilidad en la UE. En 
el sistema “PACE” (Property-Assessed Clean Energy), probado en California, 
se permite la devolución del préstamo obtenido para la rehabilitación en un 
plazo de veinte años, gestionándose los pagos conjuntamente con el impuesto 
que grava la propiedad inmobiliaria, disfrutando de las garantías propias de la 
deuda tributaria. 
 
María Pilar Bonet Sánchez  
Profesora Titular de la Universitat de València 
 
(Diapositivas de su presentación en la página 87) 
 
La rehabilitación de viviendas se está convirtiendo en una solución para las cooperativas de 
viviendas, más asequible para los socios que la compra o construcción de vivienda nueva, 
sobre todo desde la crisis económica iniciada en la pasada década. El trabajo analiza la 
fiscalidad de esta forma cooperativa en el ámbito del IVA, distinguiendo entre la rehabilitación 
propiamente dicha y las obras menores, teniendo también en cuenta los incentivos fiscales que 













Iñaki Bilbao Estrada  
Profesor Agregado de Derecho Financiero y Tributario, Universidad CEU 
Cardenal Herrera 
Borja Astarloa Ilarduya 
Ayudante de investigación de Derecho Financiero y Tributario, 
Universidad CEU Cardenal Herrera 
 




El auge de las tecnologías de la información y de la comunicación y la 
crisis económica, entre otros factores, han disparado el consumo colaborativo; 
esto es, el intercambio de bienes y servicios efectuado por los propios 
particulares, desplazando la figura tradicional de empresario. Con el objetivo de 
potenciar dicho consumo colaborativo, ha surgido un tercer agente económico 
en dicha relación: la plataforma digital o empresa de base colaborativa que, 
generalmente, actúa como intermediaria entre ambos particulares. A dicho 
modelo económico se le ha denominado <<economía colaborativa>>, y no es 
inmune a las dudas de interpretación y de calificación que genera todo nuevo 
fenómeno. 
 
Tanto la realidad social como la orfandad legislativa y doctrinal justifican la 
presentación de este trabajo, a fin de aportar posibles soluciones ante las 
controversias que genera. En concreto, el objeto de la presente investigación 
versa sobre las consecuencias a efectos del IVA que implica la adhesión a las 
condiciones generales de la contratación del alojamiento colaborativo y, en 
concreto, los suscritos con la plataforma Airbnb. Para ello, se estudiarán dichas 
condiciones, así como las relaciones jurídicas nacidas de éstas, para ver si se 
ajustan a la realidad jurídica manifestada en las condiciones generales para 
determinar los efectos en relación con el IVA. De ello, se deducirá si las 
operaciones estarán o no exentas de tributación. En concreto, abordaremos las 
diferentes relaciones jurídicas para determinar la calificación a efectos del IVA; 
es decir, si los servicios que se prestan entre la plataforma y los usuarios se 
considerarían como prestación de servicios a título gratuito, servicios prestados 
por vía electrónica o, por último, si existe un servicio financiero, así como las 
demás relaciones jurídicas nacidas de la aceptación de las condiciones. 
 
 
Palabras clave: alojamiento colaborativo, fiscalidad indirecta, IVA, 
exenciones tributarias, lugar de realización del hecho imponible, 
inversión del sujeto pasivo. 
 
Estructura: 1.- Introducción; 2.- El funcionamiento de Airbnb; 3.- Airbnb desde 
la óptica del Derecho Mercantil; 4.- La plataforma colaborativa y el IVA: 4.1.- 
Hecho imponible y lugar de realización del hecho imponible, 4.2.- exenciones, 
4.3.- El sujeto pasivo; 4.4.- Regímenes especiales aplicables a los servicios de 
telecomunicaciones, de radiodifusión o de televisión y a los prestados por vía 
electrónica; 5.- Conclusiones; 6.- Bibliografía.  
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Abstract: The boom in information and communication technologies and the 
economic crisis, among other factors, have triggered collaborative consumption; 
that is, the exchange of goods and services carried out by private individuals, 
displacing the traditional figure of entrepreneur. With the objective of promoting 
this collaborative consumption, a third economic agent has emerged in this 
relationship: the digital platform or collaborative based company that generally 
acts as an intermediary between both individuals. This economic model has 
been called "collaborative economy", and is not immune to the doubts of 
interpretation and qualification generated by any new phenomenon. 
 
Both the social reality and the legislative and doctrinal orphans justify the 
presentation of this work, to provide possible solutions to the controversies it 
generates. Specifically, the objective of the present investigation is about the 
consequences for the VAT that implies the adhesion to the general conditions 
of the contracting of the collaborative accommodation and, in particular, those 
subscribed with the platform Airbnb. To do so, it will study those conditions, as 
well as the legal relationships arising from them, to see if they conform to the 
legal reality manifested in the general conditions to determine the effects in 
relation to VAT. From this, it will be deduced whether the transactions will be 
exempt from taxation or not. Particularly, we will address the different legal 
relationships to determine the qualification for VAT purposes; that is to say, 
whether the services provided between the platform and the users would be 
regarded as free services, electronic services or, finally, if there is a financial 




Key words: collaborative housing, indirect taxation, VAT, tax exemptions, 
place of taxable event, taxable person investment. 
 
Structure: 1.- Introduction; 2.- The operation of Airbnb; 3.- Airbnb from the 
perspective of Mercantile Law; 4.- The collaborative platform and the VAT: 4.1.- 
Taxable event, place of realization of the taxable event, 4.2.- Exemptions, 4.3.- 
The taxable person; 4.4.- Special regimes applicable to telecommunications, 
broadcasting or television services and to those provided electronically; 5.- 




Airbnb es una plataforma colaborativa que presta servicios de la sociedad 
de la información. La naturaleza jurídica de sus servicios es la de un contrato 
de mediación o corretaje puesto que una persona, física o jurídica, contrata con 
Airbnb para que pueda ofrecer un alojamiento a un tercero. 
 
Respecto al hecho imponible, no cabe duda de que nos encontramos ante 
una prestación de servicios, cuyo lugar de realización variará en función de si 
el anfitrión o huésped es o no empresario o profesional que radica en España. 
Así, si resulta que el empresario o profesional destinatario del servicio radica en 
España, el lugar de realización será el territorio de aplicación del Impuesto. Por 
el contrario, si no es empresario o profesional, no estará sujeto al IVA español. 
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Para terminar con el hecho imponible, en lo que a la exención por lo dispuesto 
en el art. 20.Uno.18ª.m), consideramos no ser de aplicación en tanto que, para 
que sea aplicable, se ha de realizar un hecho imponible comprendido en las 
letras anteriores, circunstancia objetiva que no se da en el caso. 
 
En lo que al sujeto pasivo se refiere, Airbnb es el sujeto pasivo cuando el 
destinatario no actúa como empresario o profesional, produciéndose la 
inversión del sujeto pasivo si el destinatario del servicio actúa como empresario 
o profesional y radica en territorio de aplicación del Impuesto. 
 
Finalmente, al estar Airbnb establecida en Irlanda, puede acogerse a un 
régimen especial -Régimen especial aplicable a los servicios de 
telecomunicaciones, de radiodifusión o de televisión y a los prestados por vía 
electrónica- de tal suerte que, cuando el destinatario del servicio no sea 
empresario o profesional que actúe como tal, la localización del hecho 
imponible será en el territorio de aplicación del Impuesto, lo que facilitará el 
cumplimiento de las obligaciones. 
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Palabras clave: cohousing, rehabilitación, incentivos fiscales, Impuesto sobre 
Sociedades 
 
Resumen: En los procesos de rehabilitación la iniciativa singular es ineficaz, 
por ello la iniciativa comunitaria que representan los proyectos cohousing 
resulta mucho más interesante. Debería valorarse hacerlas parte de la política 
de vivienda como agente activo de la rehabilitación, regeneración y renovación 
de la ciudad. Se examinan las medidas tributarias adoptadas hasta el momento 
y sus déficits por ello, se plantea la posibilidad de establecer un régimen 
especial en Impuesto sobre Sociedades incentivador de los procesos de 
rehabilitación, regeneración y renovación urbanos bajo la inspiración cohousing 
en la medida en que nos sirve para conectar con los usuarios finales de las 
viviendas rehabilitadas. 
 
Abstract: In the process of rehabilitation, the singular initiative is ineffective, so 
the community initiative represented by cohousing projects is much more 
interesting. It should beconsidered as part of the housing policy as an active 
agent of the rehabilitation, regeneration and renovation of the city. It examines 
the tax measures of our system and it is proposed the possibility of establishing 
a special regime in Corporate Tax incentive of the processes of urban 
rehabilitation, regeneration and renovation under the cohousing inspiration to 
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“El consumo colaborativo de vivienda no lucrativo: aspectos fiscales” 
 
(Documento de su presentación en la página 102) 
 
 
Keywords: collaborative consumption, taxation, non-profit, collaborative 
housing. 
 
The existence and prolongation of an unparalleled economic crisis in our recent 
history and the exponential growth of new technologies have caused market 
users have to look for cheaper consumption alternatives. Specifically, initiatives 
of collaborative consumption through electronic platforms continue to expand 
economically and sociologically, along with the tax complexity associated with 
them. 
 
Thus, we will focus our study on the taxation of non-profit activities carried out 
through electronic platforms, with special emphasis on non-profit collaborative 
hosting, as a purest exponent of collaborative consumption. To do this, on the 
one hand, we will try to analyze the tax aspects of those non-profit platforms 
that carry out intermediation activities between the various users of the 
platform, both from the point of view of direct taxation and indirect taxation. On 
the other hand, we will analyze the taxation of the individuals that make use of 
these platforms, since controversial aspects can be considered in the taxation 
of the collaborative consumption of housing. 
 
In short, we will try to unravel the controversial tax implications of these 
assumptions, not forgetting the possibility that the analysis is more interesting 
from the theoretical point of view than practical, since the context in which these 
incomes are produced and their presumed little relevance could predict A 




 En el marco del consumo colaborativo de vivienda, el reto de la 
legislación tributaria estriba en identificar los hechos indicativos de capacidad 
económica para someterlos a gravamen, de acuerdo con el principio de 
igualdad en la contribución, además de encajar con acierto las categorías 
jurídico-tributarias existentes a esta novedosa realidad económica. No 
obstante, como hemos puesto de relieve, aunque pudiera entenderse como 
razonable que el consumo colaborativo de vivienda en su sentido más puro no 
resultara gravado por asociarse al altruismo y a las relaciones de confianza y 
vecindad, un análisis tributario completo nos indica lo contrario.  
 
 Precisamente, es en este aspecto donde el legislador debe reflexionar 
hacia donde quiere dirigir la política económica y social. El consumo 
colaborativo de vivienda, puede ayudar a colmar necesidades sociales y 
fomentar un desarrollo sostenible. Consideramos oportuno valorar, en las 
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relaciones más estrictas del consumo colaborativo de vivienda, la 
implementación de determinados supuestos de exención, en aquellos casos 
donde los consumidores buscan exclusivamente compartir o compensar gastos 
y utilicen recursos infrautilizados, siempre con un límite económico máximo. 
Con ello se conseguiría eliminar el problema de control sobre las rentas de 
menor relevancia económica, amén de aliviar la presión fiscal que pesa sobre 
aquellos sujetos que únicamente buscan compartir gastos y optimizar recursos.  
 
 Además, la rápida expansión del fenómeno colaborativo ha desafiado la 
capacidad de las Administraciones Tributarias de emplear mecanismos 
eficaces de control de las rentas mientras no se planteen supuestos de 
exención o de no sujeción en las operaciones del consumo colaborativo de 
escasa relevancia económica. El contexto informal en el que se generan estas 
rentas, junto a su escasa relevancia cuantitativo-económica, y el crecimiento 
del volumen de operaciones que se producen, ponen de relieve las limitaciones 
de las Administraciones Tributarias para controlar y gestionar todas las 
operaciones e información con relevancia económica que surgen en el 
consumo colaborativo de vivienda. Es evidente que el crecimiento 
experimentado por el alojamiento colaborativo ha puesto sobre la mesa un 
problema real, ya que lo que anteriormente eran situaciones meramente 
residuales, actualmente suponen un número elevado de transacciones, que si 
bien no son operaciones elevadas en términos económicos individuales, su alta 
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“Alojamiento colaborativo e intervención pública: ¿cómo conciliar la eficiencia 
económica con la garantía de los derechos de los vecinos?” 
 
 
La llamada economía colaborativa, fenómeno innovador de alcance global y 
transversal, supone la apuesta por una alternativa a las prácticas hasta ahora 
conocidas en nuestra sociedad de consumo. Esta idea de la economía colaborativa ha 
tenido una gran repercusión más allá de su incidencia en los mercados de servicios y 
bienes, afectando de forma directa al sector del alojamiento turístico. De hecho, se 
han generalizado de forma extraordinaria diferentes alternativas al alojamiento 
vacacional más tradicional, mediante plataformas virtuales que ofrecen viviendas 
privadas para su uso turístico a precios competitivos y prometen experiencias más 
cercanas a la convivencia vecinal. Alternativas que, sin embargo, no están exentas de 
polémica. Se trata de un fenómeno imparable que debe ser regulado, siquiera 
mínimamente, estableciendo ciertos criterios para que el arrendamiento turístico de 
estas viviendas o de sus estancias no sólo deje de considerarse ilegal o clandestino, 
sino que, sobre todo, otorgue garantías tanto al usuario en cuanto consumidor 
turístico, como al entorno de la vivienda equilibrando la convivencia vecinal en zonas 
residenciales.  
 
Palabras clave: Economía colaborativa, alojamiento colaborativo, viviendas turísticas, 
turismo colaborativo, AirBnb 
 
Abstract: The so-called collaborative consumption is an innovative global 
phenomenon that entails an alternative to widely used consumer-society practices. The 
sharing-economy has had a major impact beyond the markets to goods and services, 
directly affecting the hotel industry, tourism and accommodation. These alternatives to 
more traditional vacation rental are, in fact, wide-spreading thanks to the home-sharing 
platforms offering private homes for tourist use at competitive prices, assuring 
neighbourhood experiences –your home, everywhere-. In this paper, we analyse all 
these new possibilities of sharing-accommodation and its impact upon the Spanish 
legal system.  
 
Keywords: Sharing economy, collaborative consumption, peer-to-peer economy, peer-




 1 Este artículo se enmarca en el proyecto de investigación «La regulación de la economía colaborativa» 
(DER 2015-67613-R), financiado por el Ministerio de Economía y Competitividad, Plan Nacional de I+D+I. 
  
	 24	
Manuel Lucas Durán 
Profesor Titular de Derecho Financiero y Tributario, Universidad de Alcalá  
 
“Aspectos tributarios del cohousing o covivienda” 
 
 
Resumen: Hasta ahora, nuestro Derecho Tributario ha analizado normalmente la 
tributación de contratos como compraventa o arrendamiento de vivienda más que de 
cesión de derechos de usufructo, uso o habitación sobre la misma. Por ello, esta 
última vía –de la que resulta un importante exponente el cohousing– como nueva 
forma de organización social y también vía de negocios, se encuentra en gran medida 
huérfana de estudio en nuestra disciplina. Así, debe plantearse cómo tributarán tales 
contratos en el ámbito de la imposición indirecta y, particularmente, en lo que 
concierne al IVA y al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, y no sólo desde la perspectiva de los cesionarios de tales derechos de 
usufructo o habitación, sino también desde la perspectiva de las sociedades titulares 
de los mismos. Adicionalmente deberán examinarse las repercusiones fiscales en el IS 
de las rentas obtenidas por las sociedades cedentes de los derechos reales sobre 
viviendas, esencialmente cuando –como será habitual– sean propiedad de sociedades 
cooperativas. Asimismo habrá de analizarse el tratamiento tributario en el IRPF de 
referidas formas de alojamiento en lo que respecta a las eventuales imputaciones de 
rentas inmobiliarias o rendimientos del capital inmobiliario (si no fueran la vivienda 
principal y ello se permitiera en el contrato de cesión), en relación con eventuales 
rendimientos de capital mobiliario (v. gr. retornos cooperativos) o en lo que toca a las 
ganancias patrimoniales en el momento de transmisión de los derechos de uso; y algo 
similar cabría indicar en lo que respecta al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y 
el Impuesto sobre el Patrimonio. Y todo lo anterior debe plantearse tanto en un 
contexto nacional como internacional. Por último, resulta interesante examinar qué 
efectos tributarios tiene el cohousing en relación con las haciendas autonómicas y 
locales. 
 
Palabras clave: cohousing o covivienda; imposición directa; imposición indirecta; 
fiscalidad internacional; cooperativas. 
 
Abstract: Until now, Tax Law has usually analysed fiscal effects of housing 
acquisitions and rentals, rather than cohousing related aspects based on licencing 
rights of usufruct and occupancy. So it is desirable to study more deeply this last figure. 
This paper will try to analyse how those contracts should be taxed in indirect taxation 
(VAT and Stamp & Duties Tax) from the licensor and the licensee perspective. From 
the point of view of the licensor, Corporate Income Tax needs to be examined as well, 
mainly when housing utilities are owned by cooperatives companies. And from the 
point of view of the licensee, duties referred to Personal Income Tax and Capital 
Income Tax –as well as to Inheritance or Wealth taxes– are worth to be commented. 
International taxation should also be analysed when there are some transnational 
elements in the cohousing contract. Finally, regional or local taxes are also important to 
be considered. 
 
Key words: cohousing; direct taxes; indirect taxes; international taxation; cooperatives. 
 
SUMARIO: 1. INTRODUCCIÓN. 2. FISCALIDAD INDIRECTA Y COHOUSING. 2.1. 
IMPUESTOS SOBRE EL VALOR AÑADIDO. 2.2. IMPUESTO SOBRE TRANSMISIONES 
PATRIMONIALES Y ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS. 2.3. CANARIAS, CEUTA Y MELILLA. 
3. FISCALIDAD DIRECTA Y COHOUSING. 3.1. IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES. 3.2. 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS. 3.3. IMPUESTOS SOBRE EL 
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PATRIMONIO Y SOBRE SUCESIONES Y DONACIONES. 4. FISCALIDAD INTERNACIONAL. 
5. TRIBUTOS AUTONÓMICOS. 6. TRIBUTOS LOCALES. 6.1. IMPUESTO SOBRE 
BIENES INMUEBLES. 6.2. IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES ECONÓMICAS. 6.3. IMPUESTO 
SOBRE CONSTRUCCIONES, INSTALACIONES Y OBRAS. 6.4. IMPUESTO SOBRE EL 
INCREMENTO DEL VALOR DE LOS TERRENOS DE NATURALEZA URBANA. 6.5. TASAS Y 




En los epígrafes anteriores se ha puesto de manifiesto que el de desarrollo de 
fenómenos de cohousing tiene ineludibles consecuencias fiscales en el ámbito 
de la fiscalidad indirecta y directa en nuestro país, en función de la forma 
jurídica en que se instrumenten y transmitan los derechos sobre las viviendas. 
 
En todo caso parece que, desde una perspectiva estatal, mejoraría mucho la 
tributación de las sociedades gestoras de coviviendas y los cohabitantes el 
hecho de que se reconociera indubitadamente la naturaleza de cooperativas de 
consumidores y usuarios a las cooperativas de cesión de derechos sobre 
viviendas. Del mismo modo, se podrían beneficiar fiscalmente en el IRPF, ISD, 
IS, ITPAJD determinados negocios jurídicos referidos a los derechos sobre 
viviendas en comunidades de cohousing como incentivo público a este tipo de 
innovaciones sociales que pueden resultar beneficiosos para determinados 
colectivos, así como para una mayor integración y colaboración ciudadana en 
uno de los sectores claves del desarrollo vital personal: el alojamiento. 
Adicionalmente, es preciso tener en cuenta que nuestro país está configurado 
como lugar de destino de determinados colectivos de otros países (v. gr. 
personas retiradas). 
 
La existencia, por lo demás, de distintos regímenes tributarios por razón del 
territorio donde pueden ubicarse las comunidades de cohousing podría 
propiciar incentivos de radicación en unos u otros lugares nuestro país, lo cual 
puede ser tenido como una oportunidad para determinados territorios 
especialmente beneficiados desde una perspectiva climatológica. 
 
Así, por su parte, las comunidades autónomas, de acuerdo con las 
competencias normativas que tienen asignadas en materia de impuestos 
cedidos (y esencialmente en el IRPF, ISD, IP, ITAJD), podrían reconocer 
beneficios fiscales para los negocios gravados en el ámbito de la covivienda. 
 
De otra parte, también los entes locales gozan de una amplia configuración de 
bonificaciones potestativas que podrían usar para atraer a sus términos 
municipales determinados proyectos de cohousing que, a la postre, pueden 
resultar beneficiosos para sus ciudadanos ya sea de una forma directa (como 
residentes) o indirecta (por los servicios que requerirán los cohabitantes).  
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I. ASPECTOS GENERALES DEL IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO EN 
LAS COOPERATIVAS DE VIVIENDAS. II. LA APLICACIÓN DEL IMPUESTO 
SOBRE EL VALOR AÑADIDO EN LAS OPERACIONES REALIZADAS DE FORMA 
HABITUAL POR LAS COOPERATIVAS DE VIVIENDAS. 1. APORTACIONES 
EFECTUADAS POR LAS PERSONAS SOCIAS DE LA COOPERATIVA DE VIVIENDAS. 2. 
OPCIÓN DE COMPRA DE UN SOLAR. 3. LA ACTIVIDAD DE ARRENDAMIENTO DE UNA 
COOPERATIVA DE VIVIENDAS. 4. LA CESIÓN DE USO DE BIENES DE UNA 




Las cooperativas de viviendas, al tener como principal objeto efectuar operaciones que 
están sujetas al Impuesto sobre el Valor Añadido como son la urbanización de 
terrenos así como la promoción, construcción o rehabilitación de edificaciones 
destinadas, en todos los casos, a su venta, adjudicación o cesión por cualquier título, 
tienen la consideración de empresario y, por tanto, de sujeto pasivo de dicho 
Impuesto, siendo las cooperativas de viviendas y no sus socios quienes deben cumplir 
con las obligaciones tanto formales como materiales establecidas en la legislación 
reguladora de este Impuesto. 
 
No obstante, no se trata de una cuestión pacífica, al existir diversas operaciones en 
las que se plantea si a las cooperativas de viviendas le es posible la aplicación de las 
exenciones que la normativa reguladora del mencionado Impuesto establece para 
determinadas operaciones realizadas por parte de entidades o de establecimientos de 
carácter social, lo que origina que sea necesario el análisis de los pronunciamientos 
que tanto los tribunales de justicia como la doctrina administrativa han realizado en 
esta materia para poder ahondar en las cuestiones conflictivas que se plantean de 
manera común y compleja a efectos de este Impuesto. Entre estas operaciones 
realizadas de forma habitual por las cooperativas de viviendas, y que hacen necesario 
analizar la aplicación y los efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido, se 
encuentran, entre otras, la opción de compra de un solar, las aportaciones de las 
personas socias de la cooperativa de viviendas o las operaciones distintas de la venta 




Housing cooperatives, whose main purpose is to carry out operations that are subject 
to value added tax such as the urbanization of land and the promotion, construction or 
rehabilitation of buildings intended, in all cases, for sale, Assignment by any title, have 
the status of entrepreneur and, therefore, of taxable person of said Tax, being the 
housing cooperatives and not their partners who must comply with both formal and 
material obligations established in the regulatory legislation of this Tax. 
 
However, it is not a question of a peaceful matter, since there are several operations in 
which it is raised if the housing cooperatives is possible the application of the 
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exemptions that the regulatory regulation of the said Tax establishes for certain 
operations carried out by entities Or establishments of a social nature, which causes 
that it is necessary the analysis of the pronouncements that both the courts of law and 
the administrative doctrine have made in this matter to be able to delve into the 
conflicting issues that arise in a common and complex way for purposes Of this Tax. 
Among these operations carried out regularly by the housing cooperatives, which make 
it necessary to analyze the application and the effects of the Value Added Tax, are, 
among others, the option to purchase a lot, the contributions of the people Of the 
housing cooperative or operations other than the sale or delivery of the dwelling, such 
as the lease or assignment of use. 
 
Palabras clave: Cooperativas de Vivienda, Impuesto sobre el Valor Añadido, 
Operaciones Inmobiliarias. Aportaciones de las personas socias. Opción de compra de 




En la regulación del Impuesto sobre el Valor Añadido no existen normas 
específicas referidas a las cooperativas, al tratarse de un Impuesto que se 
basa en la naturaleza intrínseca de las operaciones y no en los sujetos que las 
llevan a cabo. Concretamente, en las cooperativas de viviendas que asocian a 
personas físicas que precisan alojamiento y/o locales para sí y para las 
personas que con ellas convivan, o a entes públicos y entidades sin ánimo de 
lucro, que precisen alojamiento para aquellas personas que, dependientes de 
ellos, tengan que residir, por razón de su trabajo o función, en el entorno de 
una promoción cooperativa o que precisen locales para desarrollar sus 
actividades, o procurar edificaciones e instalaciones complementarias para el 
uso de viviendas y locales de los socios, la conservación y administración de 
las viviendas y locales, elementos, zonas o edificaciones comunes y la 
creación y suministros de servicios complementarios, así como la rehabilitación 
de viviendas, locales y edificaciones e instalaciones complementarias, para lo 
cual podrán adquirir, parcelar y urbanizar terrenos, así como desarrollar 
cuantas actividades y trabajos sean necesarios para el cumplimiento de su 
objeto social, al tener como principal objeto efectuar operaciones que están 
sujetas al Impuesto sobre el Valor Añadido. No obstante, existen diversas 
operaciones realizadas de forma habitual por las cooperativas de viviendas, 
entre las que se encuentran, la opción de compra de un solar, las aportaciones 
de las personas socias de la cooperativa de viviendas o las operaciones 
distintas de la venta o entrega de la vivienda, como el arrendamiento o la 
cesión de uso, que requieren un análisis particular al plantearse si en ellas es 
posible la aplicación de las exenciones que la normativa reguladora del 
Impuesto sobre el Valor Añadido. 
 
A este respecto, podemos reseñar el pronunciamiento realizado por la 
Dirección General de Tributos en su contestación a Consulta de 28 de febrero 
de 2010, en un supuesto de una sociedad cooperativa que adquiere un edificio 
de viviendas en construcción a una sociedad promotora, cuyo contrato se 
somete a una cláusula suspensiva que compromete a la sociedad promotora 
vendedora a finalizar la promoción y obtener la licencia de ocupación, para que 
con posterioridad la sociedad cooperativa procede a la adjudicación de las 
viviendas a las personas cooperativistas, estableciendo que la transmisión de 
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los inmuebles a cada cooperativista está sujeta y exenta del Impuesto sobre el 
Valor Añadido, quedando sujeta a la modalidad de Transmisiones 
Patrimoniales Onerosas del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados, por tratarse de la segunda transmisión de un 
inmueble, no estando sujeta la escritura pública en la que se formaliza dicha 
venta a la cuota gradual de la modalidad de Actos Jurídicos Documentados, 
precisamente por no cumplirse el requisito de que el acto o contrato que 
contenga no esté sujeto a otra de las modalidades del impuesto o al Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones. 
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Resumen: Fruto del creciente aumento que ha experimentado la economía colaborativa 
en el arrendamiento turístico de viviendas y habitaciones particulares, junto con el uso de 
las plataformas web al respecto actuando de intermediarias, uno de los retos actuales de 
los poderes públicos (y en especial, de los catalanes) es proceder a su regulación y evitar 
la economía sumergida que hasta hace poco se escondía bajo tales prácticas. Así, tras 
analizar cómo la normativa catalana en materia de turismo ha regulado las viviendas de 
uso turístico (básicamente con el fin de determinar una serie prohibiciones, requisitos y 
obligaciones) y la situación en la que se encuentran las habitaciones de uso turístico, el 
presente trabajo está destinado a determinar la tributación que deriva de su 
arrendamiento por parte de los particulares, la cual varía en función de una serie de 
casuísticas. En concreto, los impuestos que serán objeto de análisis serán el IVA, el 
ITPAJD, el IAE, el IRPF y el Impuesto sobre estancias en establecimientos turísticos. 
 
Palabras clave: Fiscalidad; vivienda de uso turístico; alquiler de habitaciones para uso 




A pesar de los esfuerzos de la Generalitat de Cataluña para controlar el 
arrendamiento de las viviendas turísticas y garantizar su calidad, parece poco 
probable que, más allá de la necesidad de comunicar el inicio de actividad para su 
inscripción en el Registro de Turismo, los escasos recursos de la Administración 
permitan un control íntegro y periódico de la totalidad de requisitos y exigencias a 
su propietario o persona gestora. 
 
Sin embargo, y sin olvidar las quejas o denuncias que puedan realizar los 
usuarios, cierto es que, mediante la obligación de exhibir el número de inscripción 
en el Registro de Turismo en toda publicidad que se realice de la pertinente 
vivienda (contemplado en el art. 17 del Decreto 159/2012), se ha interiorizado el 
potencial que actualmente suponen las plataformas web para hacer extensivo 
dicho control (ya que las mismas deben requerirlo para difundir su ofrecimiento), 
consiguiendo de este modo un importante avance en términos de control fiscal. 
 
Y es que, además, no deben olvidarse las potencialidades de rastreo para la 
Administración tributaria que suponen los anuncios publicitados a través de 
Internet, de modo que dicha información, junto al cruce de datos automatizado 
que ofrecen las Tecnologías de la Información y Comunicación, constituye unos 
índices de vigilancia sin precedentes. 
 
En cualquier caso, como se ha reflejado, la tributación en Cataluña del alquiler de 
las viviendas y habitaciones de uso turístico depende de un relevante conjunto de 
casuísticas diferenciadas, presentando al mismo tiempo divergencias en función 
de si se trata de una vivienda o de una habitación (lo que también se constata en 
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relación con las prohibiciones, requisitos y obligaciones que exige la normativa de 
turismo a tal efecto –ya que sólo se predican respecto a las viviendas-). En 
concreto, los impuestos que pueden resultar vinculados (siempre que los 
particulares residan en España) son el IVA, el ITPAJD, el IRPF, el Impuesto sobre 
estancias en establecimientos turísticos y el IAE, aunque este último no procederá 
cuando el arrendador de la vivienda o habitación al usuario final sea una persona 
física. 
 
Y tras haber detallado su procedencia, pueden destacarse algunas consideraciones generales 
que, cuanto menos, resultan cuestionables, como es el hecho de que la propia DGT, a efectos del 
IVA, entienda que tales arrendamientos resultan exentos por ser considerados de vivienda pero, 
en relación con la reducción de sus rendimientos respecto al IRPF, conciba que no pueden ser 
considerados como tales.  
 
Asimismo, resulta a todas luces improcedente la inclusión de la cuota resultante del Impuesto 
sobre estancias en establecimientos en la base imponible del IVA, tanto por la deficiencia técnica 
que supone (en el sentido que se aplica un impuesto sobre otro impuesto) como por la clara 
sobreimposición que conlleva. 
  
Y, del mismo modo, sin olvidar los eventuales efectos discriminatorios, no tiene 
mucho sentido que, teniendo en cuenta su principal finalidad extrafiscal y su 
configuración, el Impuesto sobre estancias en establecimientos turísticos sólo se 
exija a los turistas que alquilen viviendas turísticas y no a los que se alojen en 
habitaciones de uso turístico, sin olvidar la necesidad de redibujar el límite de 7 
días de su base imponible con base en su cómputo anual. 
 
De todos modos, considerando las previsiones del nuevo Proyecto de Decreto 
del reglamento de turismo de Catalunya, parece que, al menos esas últimas 
consideraciones, quedarán resueltas en un futuro próximo, ya que, considerando 
que pretende regular el alquiler de habitaciones por días por parte de particulares 
y demás formas de alquiler turístico con los denominados “alojamientos turísticos 
singulares”, lo lógico será que, cuando ya se encuentren regulados de forma 
vigente, se incluyan en los establecimientos y equipamientos turísticos que 
contempla el art. 103 de la Ley 5/2012.   
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SUMARIO: 1. INTRODUCCIÓN.- 2. LA PROTECCIÓN DE LA VIVIENDA A 
TRAVÉS DE LA INNOVACIÓN SOCIAL- 3. FINANCIACIÓN DE LA VIVIENDA 
A TRAVÉS DE FÓRMULAS ALTERNATIVAS: LA FINANCIACIÓN 
COLECTIVA- 4. ASPECTOS TRIBUTARIOS DE LAS APORTACIONES 
PARA LA FINANCIACIÓN DE LA VIVIENDA- 5. A MODO DE SÍNTESIS. 
 
RESUMEN: El derecho a la vivienda es un derecho fundamental para la vida 
en sociedad, constituyendo no solo un bien material, sino el lugar donde se 
desarrolla la familia. La crisis económica ha puesto de manifiesto las 
deficiencias de nuestro sistema en relación a la protección de este derecho, y 
la necesidad de apertura a nuevas formas de financiación de la vivienda. La 
financiación participativa, como instrumento de innovación social, ha adquirido 
importancia en la consecución del objetivo de la vivienda digna, a través de la 
participación de la colectividad. Al análisis de estas cuestiones se dedicará la 
presente comunicación, a través de la cuál se intentará concluir además si la 
actual configuración normativa de esta figura protege adecuadamente el 
derecho a la vivienda y si existen suficientes incentivos para su utilización, 
tanto por las personas que necesitan financiación como por quienes la aportan. 
 
ABSTRACT: The right to housing is a fundamental right for life in society, 
constituting not only a material good, but the place where the family develops. 
The economic crisis has highlighted the shortcomings of our system in relation 
to the protection of this right, and the need to open up new forms of housing 
finance. Collaborative financing, as an instrument of social innovation, has 
acquired importance in achieving the goal of decent housing, through the 
participation of the community. In the analysis of these issues, the present 
communication will be dedicated, through which it will be tried to conclude in 
addition if the current normative configuration of this figure adequately protects 
the right to housing and if there are enough incentives for its use, both by the 
people who need and by those who contribute it. 
 
PALABRAS CLAVE: Financiación participativa, derecho a la vivienda, 
tributación, incentivos fiscales. 
 




La importancia de la financiación participativa en el ámbito de la vivienda en la 
actualidad resulta innegable. En un contexto de recesión en el que el acceso a 
la vivienda y el mantenimiento de la misma no ha sido cuestión baladí, se han 
hecho necesarias figuras innovadoras que permitan la obtención de 
financiación a través de nuevos métodos. 
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El crowdfunding, como medio de financiación participativa basado en la 
actuación colectiva, ha resultado ser una buena solución a la problemática de 
la vivienda. Sin embargo, entendemos que se deviene imprescindible una 
mayor promoción de los mismos por parte de nuestros poderes públicos, y en 
concreto en el ámbito del Derecho Financiero y Tributario. En nuestra opinión, 
el fomento de instrumentos de financiación alternativos como el crowdfunding a 
través de beneficios en forma de deducciones o incluso exenciones sería no 
solo positivo para nuestra economía, sino necesario e incluso, obligatorio por 
parte de nuestros poderes públicos. 
 
El derecho a una vivienda digna merece una especial atención, por lo que 
debería ampliarse el ámbito de aplicación de las reducciones para donantes y 
donatarios a sujetos que no tengan relación de parentesco y que se encuentren 
en una situación de posible exclusión financiera. La propia Ley General 
Tributaria, establece en su artículo 2.1 que “Los tributos, además de ser 
medios para obtener los recursos necesarios para el sostenimiento de los 
gastos públicos, podrán servir como instrumentos de la política económica 
general y atender a la realización de los principios y fines contenidos en la 
Constitución”. 
 
Sin duda, entre los fines contenidos en la Constitución, se encuentra el derecho 
a disfrutar de una vivienda en condiciones adecuadas, lo que supone la 
necesidad del apoyo a la financiación para la consecución o mantenimiento de 
la vivienda. Como es sabido, la eficacia de los derechos sociales no depende 
solo de factores jurídicos, sino, muchas veces, de factores económicos. Si los 
poderes públicos no pueden otorgar una financiación directa a aquellas 
personas que lo necesitan, al menos deberían implementarse las medidas 
necesarias para que tal financiación pudiera conseguirse por otros cauces. 
 
El Derecho es un instrumento cuyo poder de transformación social es 
indudable, y el Derecho Financiero y Tributario cuenta con las técnicas 
necesarias para poder llevar a buen término tales transformaciones, ya que, en 
lugar de “castigar” determinadas actuaciones que no entran dentro de los 
cauces económicos tradicionales, se abre la posibilidad de incentivar los 
comportamientos alternativos, que, en muchas ocasiones, resultan ser más 
beneficiosos, tanto en la vertiente económica como en la social. 
 
En nuestra opinión, si realmente queremos que estos modelos de colaboración 
funcionen como alternativas viables, es necesario que el legislador articule una 
regulación que pueda potenciar la seguridad jurídica tanto de los agentes 
implicados. La misma debe además completarse con un sistema de incentivos 
que tengan en cuenta el riesgo asumido por las partes, ya que la falta de 
regulación actual supone un impedimento para el aprovechamiento de estos 
instrumentos, en un contexto en el que la necesidad de financiación, la 
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En el paper se exponen las cuestiones planteadas con más asiduidad en materia de 
tributación de cooperativas residenciales para la tercera edad: 
 
En primer lugar, las cuestiones relacionadas con el IVA: 
 
En primer lugar, si la propia cooperativa es una Entidad privada de carácter social, a 
efectos de la posible calificación como exenta de las actividades derivadas de la 
asistencia a la tercera edad. Ello dependerá, asimismo, de que en sus Estatutos se 
reconozca o no el carácter de Entidad sin ánimo de lucro, y del cumplimiento del resto 
de requisitos que establece el art. 20 de la Ley del IVA. 
 
En segundo lugar, si la propia actividad de prestación de servicios debe calificarse de 
asistencia 
a la tercera edad (exenta, en su caso) o de servicios residenciales, equiparables a los 
hosteleros, y por tanto, no exentos. 
 
En tercer lugar, si es de aplicación el régimen de actividades diferenciadas por las 
distintas actividades de la cooperativa:  
a) la (eventual) promoción; 
b) la cesión de uso de la vivienda; 
c) los servicios prestados, como catering, médico, fisioterapeuta, limpieza, etc. 
 
Además, se revisan otros posibles problemas, como el derivado del excesivo coste 
para la cuenta de pérdidas y ganancias de la amortización del inmueble, que es el 
activo más importante de la cooperativa, provocando eventuales pérdidas que podrían 
constituir causa de disolución de la misma, o generando dificultades para captar 
financiación externa.  
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JORNADAS SOBRE CONSUMO COOPERATIVO Y COLABORATIVO DE 
VIVIENDAS: 
ASPECTOS FISCALES (Proyectos de Investigación) 
27 Y 28 DE ABRIL DE 2017 – Universidad de Valencia 
Víctor J. Gómez Pérez 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                      
EXPERIENCIAS DE COHOUSING 
 
INTRODUCCION 
Desde hace varias décadas los análisis demográficos de nuestro país nos 
viene indicando que la base de la estructura familiar ha cambiado 
profundamente. Ahora los hogares familiares no tienen tantos miembros y se 
amplían los diferentes modelos y casuísticas: importancia de los hogares 
unipersonales (25%), los compuestos por un progenitor e hijos (debido a 
divorcios, separaciones, o cumplir los deseos de maternidad de la mujer, etc.), 
son en torno al 10%, y en aumento, y pareja sin hijos (21%), datos del año 
2013. 
 
Por otro lado, la dispersión geográfica y las nuevas formas en que se realiza el 
trabajo, que condicionan la composición familiar, hace que el cuidado que hace 
unas décadas  se dispensaba a los mayores en el entorno familiar, ahora no 
sea posible. 
 
Además por la mejoría de la calidad de vida y de los avances médicos, la 
longevidad de los  mayores se va incrementando, por lo que se hacen cada vez 
más necesarias las atenciones que ayuden a prevenir el deterioro físico y 
cognitivo, con el fin de vivir los años que se van añadiendo en las mejores 
condiciones, y que el periodo final de vida, que puede ser de un deterioro 
importante, ocurra en el menor espacio de tiempo posible. 
  
Si a esto unimos la soledad de bastantes mayores debido a problemas de 
movilidad, ó cuando falta el apoyo de la persona con la que se han compartido 
años de vida, y las iniciativas individuales son escasas, tenemos una 
necesidad para cubrir el desarrollo personal de los mayores y su calidad de 
vida en las mejores condiciones posibles. 
 
Como todas las iniciativas colectivas ó comunitarias, partimos de una clara 
necesidad  personal y a la vez colectiva, que afecta a un porcentaje importante 
de ciudadanos. 
 
A nivel institucional se vienen implantando medidas que cubren a una parte de 
esta población: el sector de los más desfavorecidos ó personas con un 
importante deterioro y grado de dependencia. Esta es la idea que se tiene de 
los Centros Residenciales de Mayores. 
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El Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) y desde los 
Servicios Sociales de los Ayuntamientos, se prestan  servicios para ayudar a 
los mayores en su domicilio de toda la vida, que suponen para ellos una mejor 
calidad de vida, pero sigue sin cubrirse en el devenir diario acciones que 
ayuden a superar la soledad, la compañía cercana, el compartir el día a día, 
etc. 
 
El sistema de residencias que tenemos está diseñado para atender en 
servicios sanitarios, sobre todo de los impedidos o muy dependientes, y los 
válidos, en general, deben de llenar el tiempo libre que tienen de forma 
individual, a pesar estar programadas actividades, que suelen ser rutinarias. 
  
Las personas que por sus condiciones económicas, no entran en los baremos 
establecidos por la Administración, para la adjudicación de plazas 
residenciales, se encuentran con que deben de contratar estos servicios de 
forma privada. 
 
Todas estas realidades descritas nos platean varias situaciones y sus 
respuestas, que podemos resumir en: 
 
• Nuestra certeza de no querer ser una carga para nuestros hijos o 
familiares. 
• Nuestro convencimiento de que el ser humano tiende a relacionarse y 
vivir de forma comunitaria, y que es posible compartir espacios de 
privacidad con actividades y espacios colectivos. La experiencia 
individual enriquece a todos y mejora la vida.  
• Nuestra constatación de que con nuestros ingresos, no podemos 
acceder a una plaza residencial ó tener servicios asistenciales 
públicos, pero tampoco podemos acudir a las instalaciones privadas 
por su elevado coste. 
• Nuestro derecho a recibir ayudas públicas por aplicación de la Ley de 
Dependencia, en caso de que el deterioro personal fuese importante 
(18% de los mayores terminan siendo grandes dependientes), o los 
ingresos disminuyan por diversas razones.  
• Nuestras iniciativas emprendedoras cubren un espacio también 
económico, que liberan a las Administraciones Públicas de inversiones 
y de costes. 
• Somos personas capaces de realizar los actos cotidianos de la vida 
diaria, que queremos vivir junto a otras personas  en similar situación, 
en un ambiente de amistad y cooperación que estimule las relaciones 
de convivencia. 
• Nuestro deseo de compartir la vivencia del día a día con otras 
personas de edades similares, y por lo tanto con las mismas 
necesidades generacionales, con un ambiente de tolerancia, 
colaboración, etc., y ser participes y responsables directos de los 
últimos años de nuestra vida.  
 
ACTIVIDAD EMPRESARIAL 
Cada vez más se viene hablando de la figura residencial del cohousing, pero 
está poco desarrollado en España. A mi entender las diversas  experiencias 
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que tenemos en nuestro país tienen aspectos peculiares, aunque contienen 
una parte importante de su filosofía ó forma de vida. 
 
La diferencia más importante, para mí, es que las Administraciones Públicas de 
los países nórdicos se implican en facilitar medios, económicos y legislativos, y 
en promocionar este tipo de vivienda residencial, no solo para mayores sino 
también para la sociedad en general, e incluso con proyección 
intergeneracional. 
 
Las personas que participamos de esta nueva realidad residencial, nos 
encontramos con dos situaciones: 
 
• Que por ingresos no tenemos cabida dentro de los baremos que 
marca la Administración para acceder a plazas residenciales públicas 
y que no podemos acceder a los centros privados por su coste 
elevado.  
• Que deseamos vivir y compartir nuestra vida y realidad diaria desde el 
inicio de la jubilación, sin esperar a tener un deterioro importante paras 




• Nos constituimos como Cooperativas, porque entendemos que es la 
mejor forma empresarial de tomar las decisiones y planificar de forma 
colectiva nuestro futuro. Y como cualquier empresa estamos sujetos a 
las normas contables, fiscales, seguridad social, etc.  
• No atendemos a personas en riesgo de exclusión social, ni somos 
fundaciones filantrópicas, ni atendemos a personas en estado de 
marginación. Se necesitan unos ingresos medios para poder pagar los 
gastos mensuales que se ocasionan. 
• No somos empresas de inserción, ni centros especiales de empleo. 
• La cooperativa retiene la propiedad de las instalaciones adquiridas con 
la aportación de los socios a capital social, y cuyas aportaciones son 
transmisibles mediante cualquier titulo aceptado en derecho, incluida 
la herencia. 
• Somos empresas cooperativas donde respetamos los siete principios 
establecidos por la ACI. 
• Nuestra actividad empresarial no está dirigida a la obtención del 
máximo beneficio, aunque desde un punto de vista de gestión 
económica deben de ser cooperativas sostenibles y obtener 
beneficios, mediante el cobro de los servicios prestados a los socios,  
para su consolidación y desarrollo como empresa competitiva 
proyectada al futuro. 
• Donde las líneas generales de gestión son establecidas por la  
Asamblea de Socios, las ordena y las supervisa el  Consejo Rector, y 
las ejecutan la Gerencia y el Comité de Dirección, por medio del 
personal contratado por la Cooperativa, o servicios externalizados, 
muy similar esto último a cualquier entidad empresarial del sector de 
residencias, aunque difiere en las formas y el enfoque. 
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• Nuestro objetivo principal como empresa es dar servicio a las 
personas socias de la cooperativa, y residentes en el Centro 
Residencial, dentro de los parámetros de servicio de calidad, libertad 
individual de movimientos, elección de actividades y participación en 
su programación. Es decir combinar la atención mediante servicios 
colectivos y tener la privacidad personal, todo a un precio asequible a 
cualquier unidad familiar con ingresos medios. 
• La asignación de los apartamentos e instalaciones habitacionales 
anexas a los socios, mediante la cesión de uso, y prestar servicios 
hosteleros (alimentación, limpieza, médicos, peluquería, podología, 
fisioterapeuta, manualidades, etc.), en inmueble propiedad de la 
cooperativa.  
 
ASPECTOS GLOBALES NORMATIVOS 
 
No existe un encaje específico en España para este tipo de actividad, por lo 
que tenemos la necesidad de acogernos a lo que existe en estos momentos. 
Nos encontramos que somos cooperativas de consumidores y usuarios, por su  
actividad de facilitar a los socios servicios residenciales de  hostelería, 
restauración, y otros asimilables. Y a la vez cooperativas de viviendas, en la 
medida que la cooperativa es propietaria de un inmueble, donde se realiza la 
actividad empresarial.  
 
Tenemos la posibilidad de solicitar la autorización y calificación de actividad 
correspondiente a Bienestar Social,  para  poder prestar servicios residenciales, 
o concertar plazas con la administración.  
 
Por otro lado, el inconveniente de que la normativa de Bienestar Social está 
pensada para residencias de mayores dependientes, con un grado de servicio 
geriátrico muy importante, y en general con edades superiores a los 80 años, 
que necesitan personal especializado y con una ratio de internos por cada 
trabajador muy baja.   
    
Los socios de nuestras cooperativas, tenemos edades cercanas a los años del 
inicio de la jubilación, en perfecta forma física y metal, válidos para desarrollar 
cualquier acto de la vida diaria, podemos trabajar el huerto como forma de ocio,  
realizar las actividades habituales del hogar, etc. 
 
Si bien es cierto que aunque ahora se viven más años y que la calidad de vida 
también va siendo más alta debido a los avances de la medicina, con el 
transcurrir de los años, las personas nos volvemos vulnerables, pero 
disfrutamos de mayor tiempo de salud estable, siendo el último periodo de vida 
más corto, donde se necesita verdaderamente más atención personalizada. 
 
La normativa también nos obliga a darnos de alta en Sanidad, debido a que el 
servicio de comedor se considera bajo normativa de comedores colectivos, que 
es correcto desde el punto de vista sanitario, pero ello implica que no podemos 
utilizar cocina-comedor para realizar talleres o actividades diarias que facilitan 
la convivencia, la actividad física, el ofrecer a los compañeros comidas de cada 




1) CNAE-IAE: No existe un epígrafe específico para este sector, por lo que por 
similitud, se debe de entender que la función mayoritaria es la prestación de 
servicios residenciales a mayores. Los más semejantes son:  
871.0 (Establecimientos residenciales con cuidados sanitarios)  
873.1 (Asistencia en establecimientos residenciales para personas mayores) 
 
 2) IAE: Al igual que el CNAE, no existe una codificación que defina esta 
actividad. La más semejante es: 
951: Asistencia y servicios sociales para niños, jóvenes, disminuidos físicos, y 
ancianos en centros residenciales. 
 
3)  IBI: Normativa LHL (RDL 2/2004) y LCI (RDL 1/2004) y Reglamento (RD 
417/2006). 
 
No existe legislación específica al respecto en el Catastro Inmobiliario y en  
Haciendas Locales para clasificar, y en su caso, potenciar este tipo de 
actividad que crea puestos de trabajo. 
 
4)    IS:  
L/27-2014 (IS) y RD 634/2015 (RIS) 
 
NOTA:  
La propia L/27-2014, en su preámbulo (expositivo I) indica que se siguen 
manteniendo al margen de la presente ley determinadas normas específicas y 
cita la L/20-1999 sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas. Que no ha sido 
modificada a pesar de necesidades de adaptación a los nuevos espacios 
económicos, adaptaciones a normas que nos vienen de la UE,  haber existido 
cambios importantes como la Ley de Sociedades de Capital, etc. Parece que 
las Cooperativas somos algo residual a cuya realidad no debe de prestársele 
atención.  
 
Por ello nos quedamos sin poder aplicar incentivos fiscales para entidades de 
reducida dimensión (libertad de amortización, amortización acelerada, pérdidas 
por deterioro de créditos, reserva de nivelación, etc.) y ciertas normativas 
especificas de ayudas a la financiación. 
 
5) IVA:  
La actividad empresarial  está sujeta y no exenta del IVA (art. 20.1.8 Ley 
37/1992). Los servicios de hostelería están sujetos y no exentos de IVA. No 
resulta aplicable la exención del art.20.1.23 Ley 37/1992. El tipo de 
establecimientos residenciales: 10% 
            
Directiva 2006/112 CE del Consejo de 28 de noviembre 2006 relativa al 
sistema común del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
 
Trasposición a la legislación española mediante la Ley 17/2012, de 27 de 




Debido a que nuestros criterios empresariales están dentro de la economía 
cooperativa y social, que están recogidos en la legislación del Parlamento 
Europeo, la interpretación de la Administración no parece coherente con los 
criterios de la UE.  
 
6) LEY DE DEPENDENCIA: 
Al ser los apartamentos vivienda habitual de los residentes, donde estamos 
empadronados, entendemos que las prestaciones contempladas en la Ley de 
Dependencia nos corresponderían, dentro de la normativa establecida desde 
Bienestar Social de cada CCAA. 
  
7)  ESPECIFICAS: 
- Régimen Fiscal de Cooperativas  L/ 20-1990 
- Ley Cooperativas Estatal L/27-1999 
- Ley Cooperativas de la CCAA correspondiente 
- Cesión de Uso: Código Civil (arts. 489, 523-529, y 500, 504)  y en la Ley 




Las aportaciones realizadas por los socios para las inversiones de la 
cooperativa (construcción edificio e instalaciones, mobiliario y enseres, 
maquinaria, etc.) son aportaciones a capital social, que está formado por las 




La facturación por los diversos servicios residenciales prestados, se realiza de 
forma periódica mediante la emisión de la correspondiente factura, con el IVA 
determinado por la Administración. En estos momentos del 10%. 
 
NUESTRAS PETICIONES  
 
Desde las experiencias vividas en estos años, y con el fin de potenciar un 
sector que genera puestos de trabajo, fija las personas al territorio, agrupa a 
mayores, y mejora la calidad de vida de los participantes en este tipo de 
Centros Residenciales, se solicita, 
 
A las Administraciones:    
 
• Que se defina dentro de la legislación este tipo de centros 
residenciales, estructurando la cesión de uso de forma específica, y 
todas sus implicaciones con el resto de legislación afectada. 
• Que se nos reconozca nuestra actividad empresarial como un sector 
especifico dentro del IAE, que no dé lugar a confusiones e 
interpretaciones erróneas de la actividad.  
• Que dentro de la normativa del IBI se nos reconozca el derecho a 
exención parcial o bonificación, dado el servicio/actividad que 
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realizamos liberando a las administraciones de unas inversiones y 
gastos muy importantes, en materia de servicios sociales públicos. 
• Que se modifique la normativa de Centros Residenciales, en el sentido 
de que contemple nuestra realidad especifica, en cuanto a servicios 
prestados dentro de los centros, ratios de personal, mobiliario, etc.  
• Que se nos aplique un IVA reducido (4%) por el tipo de actividad 
empresarial y el colectivo social a quien va dirigido, y el beneficio 
global que representa. 
• Que ayuden facilitando líneas de financiación, pues la banca ética es 
la única que se interesa actualmente por este tipo de proyectos.  
• Que las Administraciones sean accesibles a nuestras aportaciones, 
con el fin de mejorar las condiciones del colectivo de mayores, que 
demográficamente cada vez va a ser más numeroso.   
 
A las Universidades y entidades sociales: 
 
• Su colaboración para estudiar, encuadrar, y proyectar en nuestra 
sociedad esta nueva forma de vivir la tercera ó cuarta edad, 
relativamente nueva en España y con un importante número de 
proyectos en ejecución, pero bastante desarrollada en otros países de 
Europa, Canadá, etc.   
 
Gracias por su atención. 
 
Víctor J. Gómez Pérez 
Miembro del Consejo Rector 





María Pilar Alguacil Marí 


























































































































Yolanda García Calvente 
Profesora de la Universidad de Málaga 
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